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Hechos

Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Valencia.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Salvador Vizcay Almeida,
en nombre de doña Isabel Tirapu Bergera, contra la negativa del Registrador
de la Propiedad número 1 de Logroño a inscribir una escritura de com­
praventa con pacto de retro en virtud de apelación del señor Registrador.

El día 11 de septiembre de 1991, mediante escritura pública otorgada
ante don José Javier Castiele Rodríguez, Notario de Pamplona, como sus­
tituto y para el protocolo de don Juan García Romero Fernández, también
Notario de dicha ciudad¡-.don Donato Aragón Leza, vendió a doña Isabel
Tirapu Bergera, representada por su esposo don Salvador Vizcay Almeida,
que adquirió como bien privativo, en pleno dominio, una vivienda sita
en Logroño por 1.100.000 pesetas. En la citada escritura se establececen
las siguientes estipulaciones: «3.a Conforme a la Ley 505 del Fuero Nuevo
de Navarra, los otorgantes estiman justo el precio y renuncian a la acción
rescisoria por causa de la lesión, previamente instruidos por mí, el Notario,
de los efectos y alcance de dicha renuncia. 4.a El vendedor se reserva
para si el derecho de recuperar el pleno dominio de la vivienda vendida,
retrayéndola en su totalidad mediante el expresado precio de venta y,
en su caso, todos los demás gastos legítimos que hubieren causado la
compradora.5.a El vendedor podría ejercitar tal derecho de retraer duran­
te el plazo de cinco meses, a contar del día de hoy, y aun cumplido dicho
término siempre que no se haya producido la consumación de la com­
praventa y consolidación del pleno dominio en la persona de la compra­
dora, en los términos que después se expresa. A tal fin, y mientras no
se produzca la consumación dé la compraventa, el plazo se entenderá
prorrogado hasta un máximo total de cuatro ailOs. 6.a El vencimiento
del plazo de cinco meses precedentemente establecido, no implicará sin
más la extinción del derecho a retraer y la consumación de la compraventa
en favor de la compradora. Sólo tendrá lugar dicha consumación y con­
siguiente extinción del derecho a retraer concurriendo los requisitos

RESDLUCION de 18 de octubre de 1994, de la Dirección
General de los Registros y del Notariado, en el rec'urso
gubernativo interpuesto por don Salvador Vizcay Almeida,
en nombre y representación de doña Isabel Tirapu Bergera,
contra la negativa del Registrador de la Propiedad número
1 de Logroño a inscribir una escritura de compraventa
con pacto de retro en virtud de apelación del señor Regis­
trador.
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En el supuesto de hecho del presente recurso concurren las siguientes
circunstancias:

EI-13 de marzo de 1986 se practica anotación preventiva de embargo
letra A decretado en los autos 597/85.

El 28 de junio de 1990 se inscribe la venta judicial alcanzada en dicho
procedimiento.

El 28 de noviembre de 1991 tiene entrada en el Registro un manda­
miento dictado en esos autos 597/85, por el cual se ordena la cancelación
de las cargas reflejadas en el Registro con posterioridad a la anotación
antes referida, cargas que resultan ser una hipoteca y una anotación de
embargo letra B. Esta cancelación es denegada por el Registrador, y a
esta sola cuestión debe concretarse el recurso interpuesto.

Como ha señalado reiteradamente esta Dirección General (vid Reso­
luciones 19 de abril de 1988 y 11 de julio de 1989) la caducidad de los
asientos que nacen con duración predeterminada se opera de modo radical
y automático una vez llegado el día preíljado, aun cuando no se haya
cancelado aún dicho asiento, y ello tratándose -como ahora sucede- de
una anotación preventiva de embargo determina la pérdida de su prioridad,
y que las cargas posteriores mejoren de rango, no siendo ya posible, desde
entonces, proceder a su cancelación en virtud de un título, el mandamiento
a que se refiere el articulo 175-2.° Reglamento Hipotecario, que sólo es
bastante para ello en tanto se trate de cargas no preferentes, de acuerdo
con lo previsto en los artículos 131 y 133-2.u de la Ley Hipotecaria, respecto
de la que se ejecuta.

Por todo ello esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso
interpuesto y confirmar el auto apelado.

Madrid, 7 de octubre de 1994.-EI Director general, Julio Burdiel
Hernández.

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen­
ciana confirmó la nota del Registrador, fundándose en los argumentos
señalados por éste en su informe.

IV

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos 131 y 133-2.u de la Ley Hipotecaria, 175_2.° del
Reglamento Hipotecario y las Resoluciones de 28 de septiembre de 1987,
19 de abril de 1988 y 7 y 11 de julio de 1989.

El Registrador, en defensa de su nota, informó: Que la única cuestión
planteada en este recurso es la posibilidad de inscribir un mandamiento
de cancelación de cargas del artículo 175-2.° del Reglamento Hipotecario,
cuando la anotación preventiva de embargo que le sirve de base ha sido
previamente cancelada por caducidad. Que extendida la anotación pre­
ventiva de embargo, el crédito que garantiza adquiere un rango hipotecario,
una prioridad registral, que en nada prejuzga su preferencia civil respecto
a los demás créditos. Que la anotación preventiva tiene un tiempo de
vigencia limitado, según el artículo 86 de la Ley Hipotecaria, transcurrido
el cual caduca automáticamente el asiento, salvo que se haya solicitado
la prórroga prevista en el citado artículo. Que no habiéndose solicitado
la prórroga caducada y cancelada la misma, pierde el rango hipotecario
que tenía el crédito que garantizaba, y en este momento, los efectos ,de
la anotación se extinguen automáticamente .ipso iure~, de modo que la
anotación posterior pasa a tener primer rango, se antepone en el rango
hipotecario, de manera que ya no es posible cancelarla por el solo man­
damiento a aquel se refiere el artículo 175-2.° del Reglamento Hipotecario.
Que en este punto hay que citar las Resoluciones de la Dirección General
de Registros y Notariado de 28 de septiembre de 1987 y 7 de julio de
1989. Que sustantivamente el crédito de los recurrentes puede ser pre­
ferente a los demás, pero perdido el rengo hipotecario tal preferencia
deberá ser dilucidada en el procedimiento declarativo correspondiente,
obteniendo, en su caso, una sentencia favorable y el consiguiente man­
damiento cancelatorio de los asientos posteriores, tal como se desprende
de las Resoluciones de 20 de marzo y 28 de septiembre de 1968. Que
tiene razón el recurrente al señalar que 8i se hubiere inscrito la enajenación
judicial vigente la anotación preventiva de embargo, la prioridad ganada
por la anotación se traslada a la enajenación y procedería la cancelación
de las anotaciones posteriores, según doctrina de la Resolución de 28
de julio de 1989, pero este supuesto no se da en el caso que se debate.
Que, por último, respecto a la nota marginal de expedición de cargas,
por su íntima conexión con la anotación hay que entenderla cancelada
al mismo tiempo que la anotación, y por su carácter accesorio no puede
pretenderse que tenga un plazo de vigencia superior a la anotación, como
se deduce de la Resolución de 25 de marzo de 1959.

gt Procurador de los Tribunales recurrente apeló el auto presidencial,
manteniendo las alegaciones que constan en el escrito de interposición
del recurso gubernativo.

v

VI

en el artículo 143_2.°, en relación con el artículo 1.455 de la Ley de Enjui­
ciamiento Civil, o bien cuando se trate de la nota marginal de la expedición
de dicha certificación, lo que está recogido expresamente en la sentencia
del Tribunal Supremo de 24 de noviembre de 1986. Que en el caso que
se estudia, la nota marginal de cancelación de la anotación de embargo
letra A, tiene fecha del 28 de junio de 1990, es decir la misma en la
que se produce la inscripción de la venta judicial a favor de los hermanos
Palomares Agulló. Que de lo anterior se deduce que el Registrador tiene
constancia de la enajenación judicial y, aunque legalmente está establecido
la necesidad de mandamiento para la cancelación de las cargas, también
es cierto que la ley no fija plazo para su presentación, lo que lleva a
la conclusión de que a falta de mandamiento, la enajenación produce el
efecto de cancelar las cargas como consecuencia de la venta. IIl. El artículo
34 de la Ley Hipotecaria, y a raíz de la venta judicial, sin duda ampara
a los adquirentes a los que no se les puede oponer otras cargas que las
que publica el Registro. IV. Que la sentencia del Tribunal Supremo de
24 de noviembre de 1986, antes citada, es de total aplicación al caso que
se estudia. V. La resolución de la Dirección General de Registros y Nota­
riado, de fecha 28 de julio de 1989, debe ser tenida en cuenta pues fue
dada en virtud de un caso similar al presente. VI. Y, por último, hay que
citar la Ley 10/1992, de 30 de abril, de medidas urgentes de reforma pro­
cesal, que deja sin contenido el artículo 258 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil, y ello en relación con la exigencia de lo dispuesto en el artículo
129 del Reglamento Hipotecario sobre uso de papel timbrado judicial.
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siguientes: a) Que la compradora requiera de pago al vendedor. b) Y
que, dentro del plazo de un mes y un día a contar de la fecha del reque­
rimiento, el vendedor no lleve a efecto el pago del precio de la compraventa,
juntamente con todos los gastos legítimos ocasionados a la compradora,
incluso los del acta de requerimiento de pago. La copia del acta notarial
justificativa del requerimiento y del transcurso del plazo será titulo bas­
tante para acreditar la extinción del derecho de retraer y la consumación
de la compraventa, a los efectos de que la compradora haga constar en
el Registro de la Propiedad la cancelación del derecho a retraer y la con­
solidación del pleno dominio. 7." Mientras se hallare en vigor del derecho
a retraer la finca vendida, el vendedor conservará la posesión y disfrute
de tal finca, y se retendrá para sí los beneficios que pueda :rendirle. 8.a El
vendedor queda obligado a) a no arrendar la finca objeto de venta sin
consentimiento expreso y por escrito de la compradora b) a cuidar, con
la diligencia de un buen padre de familia, la finca vendida en cuya posesión
sigue; c) a responder frente a la compradora de los daños y perjuicios
que a dicha finca se le pudiera ocasionar por dolo, culpa o negligencia;
d) a pagar puntualmente las contribuciones, arbitrios e impuestos de todas
las clases que graven la finca vendida. 9.& Si el vendedor incumpliese
las obligaciones consignadas en la cláusula 8.&, la compradora podrá esti­
mar caducado el derecho de retraer resenrado por el vendedor y, con­
secuentemente, efectuar el requerimiento notarial pertinente. Pero sólo
tendrá lugar la consumación de la compraventa y consiguiente extinción
del derecho a retraer si, transcurrido el término de un mes y un día,
a contar del requerimiento notarial que hiciere la compradora, el vendedor
no procediese al exacto e íntegro cumplimiento de las obligaciones que
hubiese incumplido. La copia del acta notarial justificativa del requeri­
miento y del transcurso del plazo será título bastante para acreditar la
extinción del derecho a retraer y la consumación de la compraventa a
los efectos de que la compradora haga constar en el Registro de la Propiedad
la .cancelación del derecho a retraer y la consolidación del pleno dominio.
1O.a Si el comprador, dentro del plazo de vigencia del derecho de retracto
o, en su caso. de su prórroga hasta un máximo total de cuatro años, satis­
faciese íntegramente el precio de compra y los demás gastos legítimos
que se hubieren ocasionado a la compradora, recuperará el pleno dominio
de la finca vendida y podrá exigir el otorgamiento de la correspondiente
escritura de carta de pago y retroventa de finca.

II

Presentada la anterior escritura en el Registro de la Propiedad número
1 de Logroño fue calificada con la siguiente nota: .Denegada la inscripción
del documento que antecede por los siguientes defectos: 1.0 Porque la
escritura es contradictoria ya que en unas estipulaciones-se dice que se
"ha transmitido el pleito dominion (La, 4.R y 10.&), mientras que en otras
se dice que "no se ha producido la consumación de la compraventa y
consolidación del pleno dominion (5.a , 6.a y 9.a), con lo que ni se sabe
10 que s,e transmite ni se sabe qué derecho inscribir a favor de llamado
comprador. Ello se ve agravado por la estipulación 8.a , en la que se imponen
al llamado vendedor determinadas obligaciones (especialmente letra a),
que serían innecesarias si fuera un mero "poseedorn de la finca transmitida,
y que suponen el reconocimiento de ciertos derechos dominicales sobre
la finca transmitida cuyo alcance se desconoce. 2.R Porque los contra­
tantes se han acogido a la legislación civil navarra para regular el contrato
suscrito, como resulta de la redacción de la escritura y específicamente
de la remisión en la estipulación 3.a a la Ley 505 del Fuero Nuevo de
Navarra. Ello parece en principio perfectamente admisible conforme a
los artículos 16 y 10.5 del Código Civil. Con arreglo a dicha legislación
foral los contratantes han estipulado una venta con pacto de retro como
forma de garantía real (Leyes 584 y 475). Esta garantía real sobre un
inmueble ~que explica, aunque no justifica, la contradicción apuntada
en el defecto primero, tiene su reconocimiento legal en la Compilación
de Derecho Foral de Navarra, Fuero Nuevo (sustancialmente Leyes 475
a 485), pero queda sometida a las normas de derecho común por hallarse
el inmueble en territorio donde rige tal derecho (artículos 10.1, 12.1 Y
16 del Código Civil). En consecuencia, procede denegar la inscripción por­
que constituye, al menos en la presE'nte escritura, un pacto comisorio
expresamente prohibido para el derecho común por los artículos 1.859
y 1.884 del Código Civil. El segundo defecto se considera insubsanable.
Contra la presente nota de calificación podrá interponerse recurso guber­
nativo, dentro del plazo de cuatro meses desde su fecha, por medios de
escrito dirigido al Presidente del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja,
conforme a los artículos 66 de la Ley Hipotecaria y 112 y siguientes del
Reglamento Hipotecario. Logrofi.o, 16 de septiembre de 1992. El Registrador
de la Propiedad. Fdo.: Fernando Canals Brageo.

III

Don Salvador Vizcay Almeida, en nombre de doña Isabel Tirapu Bergera,
interpuso recurso gubernativo contra la anterior calificación, y alegó:
1.0 En cuanto al primer defecto de la nota de calificación. Que la escritura
no es contradictoria, pues se transmite un derecho, el de propiedad, el
pleno dominio de la cosa vendida, finalidad de todo contrato de com­
praventa. Lo que sucede es que como se trata de una venta con pacto
de retro, al reservarse el vendedor la posibilidad de retraer, se dice que
la propiedad no está del todo consolidada o la venta no está del todo
consumada. La primera expresión se considera válida, en la medida que
se está hablando del derecho de dominio limitado por un derecho real
de adquisición (derecho de retracto). En el mismo sentido se habla de
consumación de la compraventa, queriendo decir que mientras continúe
vigente el derecho de retracto convencional, la venta puede resolverse,
quedando consumada cuando desaparezca por extinción la posibilidad
de retraer. Que de la debida lectura de las cláusulas del contrato, está
claro que se trata de una venta que transmite el dominio y un derecho
de retracto que supone una limitación al 'mismo. El Registrador ante un
posible defecto tecnológico o una supuesta oscuridad, no busca la voluntad
de las partes y el verdadero sentido del contrato y se niega a inscribir.
El Registrador sabe perfectamente lo que debe inscribirse. Que en cuanto
a la letra a) de la estipulación octava de contrato hay que señalar que
es una cláusula _ad catelam». 2. En lo referente al segundo defecto de
la nota de calificación. Que la venta en garantía es válida para el derecho
navarro, pues se trata de una figura regulada en las Leyes 475 y siguientes
del Fuero Nuevo denominada como venta con pacto de retro como garantía.
Las partes para regular el contrato se han acogido a la Legislación civil
navarra, en incluso realizan una sumisión expresa en favor de los Juzgados
y Tribunales de Pamplona. Las cláusulas de la venta con pacto de retro
guardan una clara concordancia con las Leyes citadas del Fuero Nuevo.
Que lo que hay que decidir es' la determinación de si en acogimiento a
la Ley Navarra es válido o no. El registrador entiende que el contrato
queda sometido a la Ley común, por hallarse el inmueble en territorio
de derecho común, citando los artículos 10.1, 12.1 Y 16 del Código Común.
Que se considera que es~ perfectamente aplicable la legislación navarra
en virtud del artículo 10.1 del Código Civil se refiere a la posesión, pro­
piedad y demás derecho reales, o sea, derechos ya constituidos o nacidos
ya su régimen jurídico, pero no a los contratos que Jos constituyen, trans­
miten o modifican. Que a los contratos sobre inmuebles les es de aplicación
el artículo 10.5 del Código Civil; y, en este caso, hay que tener en cuenta
que se trata de obligaciones contractuales sobre bienes inmuebles, que
no son sino relaciones contractuales. Que el artículo 12.1 del Código Civil
no es aplicable a este supuesto, por mandato del artículo 16 número 2,
del mismo cuerpo legal. Que, por tanto, al contrato objeto de la inscripción
pretendida le es aplicable la Ley Foral Navarra, y conforme a esta hay
que considerar que es contrato válido, y en. este sentido cabe citar la
sentencia del Tribunal Supremo de 7 de febrero de 1989. Que, por último,
aunque se admitiese que la legislación aplicable al contacto es la común,
éste también sería inscribible, pues se trataría de una venta con pacto
de retro y de la que no se desprende necesariamente que encubra un
pacto comisorio. Que aunque de la propia escritura pudiera derivarse que
se trata de una venta en función de garantía, se trataría de un contrato
fiduciario (.fiducia cum creditore.), figura admitida por la jurisprudencia
de Supremo en numerosas sentencias.

IV

El Registrador, en defensa de su nota, informó: Que antes .de entrar
en la defensa de la nota de calificación, resulta obligado intentar clarificar
el contenido de la e~critura calificada, necesidad que resulta no sólo del
texto de la mjsma, sino aún más del escrito del recurrente. De todas las
figur¡s que el recurrente contempla y b3jo cuyo indeterminado ropaje
pretende el acceso al Registro de Ja Propiedad, se destaca una que parece
la verdaderamente requerida por las partes; pues, como dice el recurrente,
es evidente que las partes se han sometido al Derecho Civil Navarro y
configurado una venta en pacto de retro como garantía, figura que tal
derecho admite. La Compilación de Derecho Civil Foral de Navarra trata
de venta con pacto de retro en su Libro l1I .De los Bienes», en dos sitios
verdaderamente diferenciados. Que una vez establecida la naturaleza del
negocio o su causa, conviene distinguirlo de figuras afines: 1. No se trata
de una venta con pacto de retro regulada en al Compilación Navarra en
sus Leyes 576 y siguientes, y, en el mismo sentido por los artículos 1.507
y siguientes del Código Civil (vid Resolución de 5 de junio de 1991). 2. No
cabe calificar el negocio como una .fiducia cum credUore. encubierta bajo
la forma de venta a retro, porque no se trata de un negocio encubierto,
simulado o indirecto sino real. Que entrando en el informe de defensa
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de la not.a, cahf' rlf'rir: 1 o Que el primer defecto imputado a la f$('ritura.

se puede decir es un defecto _ad cautelam.J por si se pretendiera c<:mfip.urar
la fi~ura '~omo una verdadera venta a retro o en todo CI.k""), se flr~tendi{'ra

encajar la figura de la venta en garantía de un ámbito normativo que
no la contempla. En cuanto a lo primero se puede decir que la 'XPntradicción
terminológica f"ntre las cláusulas de la escritura, sería r~veladora de la
v{'rdadera naturaleza jurídica del negocio celebrado, en cuanto expresa
la dificultad insalvable de njar algo tal esencial como el mo:nen~ el, (;ue
se produce ~l verdadero) traspaso dominical. En cuanto a lo segundo e¡;
reveladora la dificultad de precisar la titularidad qne ~~n fase de garantía
ostenta el comprador de una venta con tal fin, dado lo declarad<1 pn Reso­
lución de 29 de septiembre de 1987. Que fIjada la wrdadera natllral('~.a

jurídica. de la operadón concertada, la primera ral.ó~ de s€r del d('fecto
alegado pierde su entidad, y en cuanto a la segunda habra df tratarse
posteriormente. Que lo que- es evidente es que hay unanimidad dor:trinal
y jurisprudencial en qu.e la «venta en garantía. no transmite por si el
dominio, por fRita de causa saficiente para eHo, porque nü hay tal volu~t<:ld.

transmisiva, ~ino una finalidad de garantía. Que al Resistn' de b Pr(}pkdad
importa mucho la perlecta determinación de quien sea en cada momento
propietario del inmueble. 2. Que el segundo de los rlefectos de la nota
de calificación no es entendido por el recurrente. Que los contratar,tes
han acogido la legislación civil navarra para reguhr el '.~OJ.1trato su<¡crita,
cnnforme al artículo 10.5 del Código Civil. Ahora bien, h cs~t"itma co.lificada
no es sólf) frente a obligaciones contractual~s, si.no títu!os fntl.it.<:hs d~

un derecha r~eJ oe garantía. Cf)mo ha quedado demo3trado p(A:~VliC<i.;',01l

de las Leyes 584 y 475 del Fuero Navarro. F.ste dl,:.re('hQ leal se !-~gl.tla

conforme al artículo 10.1 del Código Civil por la ley del ll'g¿r donde se
halle el inmueble 30bre el que recae, sin posibili<iad de variacién alguna.
Radicado esk imuIeble en zona de Derecho común serán aprkllbl~~ las
prescrip<;ionEs dd Código CiVil, según la generalidad de la doctrina que
cita en su apoyo la SC'ntencta del Tribunal Supremo de ?:8 de enew de
1986. Cuando el título generador del derecho real es un contrato, como
ocurre en et caso (.jUto. se estudia, la conciliación de ambos I~tímeros del
artículo 10 del código, ~e f'neuent.ra entendiendo que la h,y que rige d
título extiendp su imperio a todas las cuestiones su~td.l,ti\'~\s {pI'; no ron­
óprnan directamente a la suerte del derecho real. slJnteti'¡o a la ,lex rd
siw,,,,. Qut' seg(m la tesis del recurrente sería perfeetamer.te inscrihibl(>
en ti Registro de la Propiedad espafiol derechos de ganmtía de otr-os pRíst'S,
cu<>.ndo alguno de los contratantes fueren naturales de esos paí:,{'s y, en
este punto, hay que recordar la Resoluci6n de 12 de m&Yf) de 1992. Que,
en resumen, el cont.rato celebrado por las partes es, hasta dende puede
entender el Registradür de la Propiedad, válido; sin t·Il'.Liargo, él d':'ff:(;ho
nal de garantía C0nstituido no es inscribible. Qw.> e~ recurrente cita en
apoyo de sus consideraciones el aval jurisprudencial de ~entencb, del Tn­
bunal Supremo de 7 de febrero de 1989. Que se c()nsidera mlis ~r.portante

la Resolución de fi de junio de 199L 3.- Que exteriorizada, ,¡,_, "-ólo }¡

juicio del informante, sino por reconocimiento del recurrente, ia exist.er.ci...
de una venta en garantía con pretensiones de efIcacia. real, y d!~mostrada

la sumisión de esta eficacia y de su publicidad a las normas de derecho
común, parecí:: ser suficiente la defensa de la nota, pues no duda el i.ecurren­
te Que de ser así constituiría un pact.o comisario no inscribible en el Registro
de la Propiedad. Que resulta oportuno recordar la contunrlencia y la moder­
nidad de hl doctrina de la Dirección General de H.egi.st~os y Nm.,ariado
que vcda el acceso a los lihros registrales a figuras como la contenida
en la escritura c-l.lifieada, así cabe citar las Resoludones de 10 de junio
de 1986, 30 de junio y 29 de septiembre de lBS7, ,s de junio dI" 1991
Y22 de septÍ\~mbrede 1992, y también existe una numerosajurisprudenda
del Tribuual Supremo sl'bre la venta en garantía que se puede resumir
de la siguiente manera. 1. La venta en garantía es un negocio civilment.e
válido, si la voluntad de las part.e's nu se hallara viciadll, con eff'ct,)s "btror
partes. ob!igadas a r~spetar lo creado, de tal n.odo que el adquiremc goza
;;.c un .l1tulus retinendi .. , en tanto no satisfaga el d~l1dor la cantidad pre~·

taJa, y el transmitente el derecho a que el acreedor respete ei pacto de
garantía. 2. La vl2nLa en garant.ía no transmite el dominio por no ser
esta la causa. J. El acreedúr no puede apropiarse del mmueJ)i<3 en caso
de impago de la dcuda, estando prohibido el p"-cto cOHusori.(l. 4. La
venta en garantía, exteriorizada como tal, no puede acceder al Registro
de la Propiedad, por no implicar transmisión dominica! alguna, cuando
incumple la prohibición del pact.o comisario. 5. La limitada eficacia de
la venta en.garantía implica para el adquirente un derecho personal ejer,
citable exclusivamente frente a.su transmitente, al modo de una promesa
de prenda o hipoteca y, por tanto, no inscribible en el Registro de la
Propiedad. 6. Cuando la venta en garantía por aparecer forrnalmente
bajo el ropaje de la venta con pacto de retro obtenga la inscripcÍfín en

pI Rpgil'ltro de la Propiedad. ~l pacto de fiducia no podrá ser alegado contra
tercero protegido por la fe pública registral (artículo 34 de la Ley Hipo­
tecaria) y, por tanto. desconocedor de la falta de causa en el título de
su transmitente.

v

El Notario autorizant" del J.ocumento informó: A. gn relación al primer
defecto de la nota de cahf:.cación. Que en la escritura na existe la con­
tradicción que preten<h:' el. 'leñor Registrador. Así se deduce con claridad
del examen de las cláusd.1a;-. que contiene: a) Hay una transmisión de domi­
nio; b) que tal tran3mbi6n dominical no es incompatible (;on el derecho
reservado a favor dp'l v(,ndel1or: El derecho de retracto, cuya duración
es de cincv meses a c0nt~r del otorgamiento de la esc.itura y hasta el
plazo máximo total de cu¡¡.tw año...; c) que tal dere(~ho de retracto, durante
el tiempo de vigencia, tie"c cfedos propios de, una condición resolutoria
de efecto real. Que, en definitiva, la escritura es perfectamente clara y
articula el negodojurídi.'-:Q estableddo por las partes: Una vcnLa con pacto
de retro en función dt~ ~arantía real y, en modo alguno, exist~ la con­
tradicción alegada pOi d H.cgistractor. En relación al ¡,¡egundo defecto de
la nota. 1. Que de c(ln!~:)rm;dada lo previsto en el artículo 10.5 del Código
Civil es perfectamente- posible el sometimiento expreso de las partes a
la Ley 505 del Fuero Nuevo de Navarra y en efecto, el contrato formaJizadq
entre las partes se ajusta, mn absoluta fidelidad y corrección, a la normativa
de la citada Compill'l.cién foral, en particular a Leyf's 475 a 480 y tí76
a 584. Que SI;' sub"'\ya q¡;:.e la regulación de la venta i:on pacto de retro,
según la Compilación nl:\')'arra, garantiza los derpchos de situación jurídica
del vendedor con pacto oip '"etro en forma mucho más eficaz que el Código
CiviL Que el Registrador afirma que por radicar el inmueble en territorio
de derecho común, se~'ín los articulas 10.1, 12.1 Y 16 del Códi~o Civil,
el contrato debe Qllerlar sometido al propio Código y, en tal CafiO, habrá
que suponer que habría que estar a lo dispuesto en los artículos 1.507
a! 1.520 del Código; pern resulta que la regulación contenida en tales
preceptos es menOR favorable al vendedor, especialmente en cuanto a la
extinción automática del derecho a retraer. 2. Que la lectura de las cláu­
sulas 6 y 9 de la escrituia no se comprende cómo puede verse en ellas
un pacto comisorio prohibJoio, siendo así que establecen lo contrario. El
contenido de la escritmH. que se examina se ajusta a la ordenación esta­
blecida en el Fuero NulOvo de Navarra, el cual tiene una especial preo­
cupación en orden a prntegf'r de modo efectivo los derechos del vendedor
(deudor), mediante rechazo de un pacto comisorio que resulte expropia~

torio al no brindar al mismo deudor posibilidad de defender sus intereses.

VI

El Presidente del Tribuna! Superior de Justicia de La moja revocó
la nota del Registrador fundándose en que el artículo 10.1 no debe ser
interpretado de forma tan rigurosa que al no estar contemplado por la
legisladón civil ordi'laria h venta con pacto de retro como garantía, tal
figura sea extI'aÍla :.>.t fistema registra! espaüol y que, por tanto, si una
relación jurídica ha sHc váildament.e constituida con arreglo a su derecho
foral o especial, la ius;T:pd:.in del título .:orrespondiente de"oerá practicarse
en el Registro donde :.;,~ encuentre situado el bien inmueble a que Se refiera,
por más que éste se t,_t.He en territorio donde rija el derer:ho comun y
éste, a su vez desconOl:c<J. r", Tigumjurídica establecida, pites de lo contrario
representaria el excluid,... de la protección registral por una razón mera­
mente geográfica, de.,cor:Dciéndose que el Registro de la Propiedad es una
institución cuya ordenación corresponde a un Estado que, a su vez, reco­
noce y respeta aquella clase de derechus especiales con -el m~srno rango
que el común, teniendo ,m cuenta lo establecido en el artículo 8 del Regla­
mento Hipotecario en rf'ladón con el artículo 2 de la Ley Hipot.ecaria.

VII

El Rf'gistrador apdo "l auto presidencial, manteniénrlose en sus ale­
-gaciones, y añadió: Que la venta en garantía constituye un derecho real
de garantía conform~ a la Compilación de Derecho Civil Foral rle Navarra;
en cambio, el Código Civil no reconoce la figura de tal manera que ni
es título transmisor del dominio, por falta de causa, ni ~enera en el com­
prador titularidad rc::aJ alguna. Por tanto, en territorio de derecho común
no existe acto de trascendencia rea! y la inscribihilidad del documento
no deriva de la ulJic:lción de la oficina registral, sino de la inexistencia
de materia inscribible. Que la conexión inescindible entre territorio, dere­
cho real y Registro de la Propiedac1 viene consagrada por la propia con­
figuración del Estado. J<~n este sentido cabe citar la Resolución de 18 de
febrero de 1903. El Registro de la Propiedad o vería alterado su funcio­
namiento por el hecho de que se inscribiera la venta en garantía, porque
la inscripción no respondería a la verdadera natura1ezajurídica del negocio
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celebrado, que responde a una caue,a de }!arant.ia, sino .a una venta con
pacto de retro, que responde a una cahsa de venta tr:'nsmisora del dominio
(ver Resolución de 5 de junio de Hl91), por asimilación literaria a una
figura de Derecho común que permit.e su inscr;~Kjón. Que el articulo 8
del Reglamento Hipotl",cario queda sutnrrlmad<: a las normas de derecho
interregional (ont~nidas en (,1 capit,uh iV del título preliminar del Código
Civil, con las particli.~,aric4d¿sque estath€cc t: Htku~() 16 del mismo título.
En el ámbito de lo~; derechos fcaies, s; se repasan las distintas Compi­
laciones se v("rá como no concihen -:¡ue- ras norm?,s relativas a ellas se
extrapolen fuera del t~rritn:ri0 respectivo. No quela fuera de ese ámbito
de no ficción el derecho real I:<HI:",utuido ¡::0f ía venta en garantía navarra,
así como otros supuestos n'Iuy específicos en que precisamente la Com­
pilación navarra excepcione el rérimu! gl~n('taJ de nuestro sistema hipo­
tecario; supuestos que á nadie asombrará q1le no s<:'-an inscritos en Registros
de la Propiedad sito:! en territorio de rlprecho comlin. Que hay que recordar
la doctrina de la do¡, Re801uciones c;tada.<; anteriores. Que es cierto que
existe una tendencia doctrinal importante- que cO!I"idera estimable jurí­
dicamente la venta en garantía, e insta a su r{'cepc:';~'n en Derecho Común
desde la regulación dd De,echo Fora! N; varro.

FunGamentos de <:iel"e{'ho

Vistos los artkulos G, 10, n:uw;·ros 1 y 5, H¡, 1.2t.~-3, 1.274, 1.859 Y
l.R74 e;e! C(:·(ligo Civi:; h:y"s 475 y sig:ü,'r·tes de la COffiI-¡ilación de Derecho
CiVIl F,>ral de Na,,-arra y la Re:so)ucwnes de 5 de junio de 1991, 30 de
junio de 1987 y 10 de junio J(. 1986.

1. En el SUPUC:'ito del rr€;;wntL rp!:'lFSO se df'loate sobre la inscripción
de una venta con pacto de retro, fc]al¡ .....a a un {.;¡~n sito en territorio de
Derecho común, cuya articulación normativa f>S mera reprodución de las
precisiones recogida~, en las leyes 475 Y sigUÍC1ÜCS de la Compilación del
Derecho Civil especia! de Navarra relativas a la venta con pacto de retro.

2. Ante todo debe puntualizarsC' que por tratarse de una cuestión
referente a un pretendido derecho real. sobre bien inmueble situado en
territorio de derecho cnmún, la le-gbla(ión aplicahle será el Código Civil,
cualquiera sea la vedndad de los oto! g.,,'.LPs y el lugar de formalización
documental del negocio cues,jonado y sin que quepa admitir una eventual
sujeción del negocio a una ley (!istmta, lo que pUl' otra parte tampoco
puede inferirse del texto de dicho negocio (\:id articulos 10, números 1
y 5 Y 16 del Códign Civil).

3. En este sentido, es doctrina de este Centro Directivo: a) Que nuestro
Código Civil rechaza enérgicarneHte toda <:onstn¡cción jurídica en cuya
virt.ud el acreedor, en caso de iHcumplirni('!lto de óU crédito, puede apro­
piarse definitivamente de los bienes dadl.:s en garantía por el deudor (vid
artículos 6,1.859 Y 1.884 del Código Ci.il); b) que la admisión de la venta
con pacto de retro no contraria la anterior afirmacjón, pues técnicamente
aquélla no implica un préstamo con garantía real.

El que vende compacto de rt~tro trata ciertanwntf: de obtener una can­
tidad de dinero, pero no q.¡eda obligado a d.evolv'~r la cantidad recibida;
no surge ning-r.n dereche d(' crédito contra él; ,,) v'~li1¡;dor se reserva l'a
facultad de recuperar la cosa vendida y sólo ~i h:.;:', lj;:O de ella es cuando
deberá efectuar la devoJ;¡ción del precio; pero h'li:anto el vendedor no
quiera hacer uso de esa facultad recuperatoria, 1.1 comprador no puede
compelerle a que reintegre cantidad alguna. En eambio cuando se pretende
instrumentalb.ar, la Yf~tJ. con pacto de retro como garantía de un crédito
preexi~tente, sí que se facu!t.a al comprador para requerir de pago al ven­
dedor, Cuando la yema con pacto de ret1"0 "e utiliza para dar cobertura
formal a la cünstitud5n de una si::lple garania. crediticia que vulnera
la prohibki6n del comi~o, no hay efct'1-~va y V<:','dhdera venta como un
contrato debidamente t;m:;,~llizado f'n el CfY:f' la tram:misión de la cosa
corresponde al predo cobrarlo [en tal .'J>:o ci p,edn sólo es aparente,
la transmisión d'''n1lnkal sólo obedece" (!,;,. fhl;~¡¡~lo.d de garantía y ello
carece de virttlaHdad para lllstifkar el """¡'('TO t";l'·'!<'.Liv() (artículos 1.261-3
y 1.274 dlll Código Civil;].

4. Pues bien, en el casv dehatido, 1a cor,ctrclo:ión juridica no corres­
ponde a la esencia de una verdadera Ve¡·lta con p<ido de retro, sino que
con ese nombre se trata de establecer L1Hl ~anmtfa real que vulnera la
prohibición del pacto cornü:orio est<..bJerjda ,'n d '4denamiento que resulta
ap¡¡cr.h~f'.

Ello explica el que: a) se diga ;~n la estxpulaó611 5," que la consumación
de la venta y la con~~1lidad¡)n dd P]cI;O drTljT,io en el comprador, no
se produzca sino cU3.ndo transcurridos C:i¡Cl r,;i-;S~s cesde la utilización
del contrato, haya sido reqlwddo ,'e pago d',cnlLfior y dicho requeri­
miento no haya side- atendi¿o deJ!trn del mu; i;igui;':11te; b) Que el derecho
a retraer al cosa d0vd ....·ipndo el prede, p,leí:e ejenltarse libremente dentro
de los cinco pri.meros me~J¿:'l desde la cí~let:fa(ion{\'2l contrato, y que trans--­
currido es(~ pla~oy haBta el vencimiento del cuartú afIo desde la celebración

(~(,l {'o.Ar,)f):1 sólo queda el derecho a retraer sino ha mediado el previo
"i.'::uel:,r;-·,¡~¡'j~(l de pago no atendido en los treinta días sIguienws; e) que
se estipule que mientras esté en vigor el derecho a retraer. el vendedor
conserve la ¡:.osición y disfrute y que contraiga determinadas obligaciones
entre otras la de pagar puntualmente todas las cotizaciones, arbitrios e
impuestos que graven la finca y que la infracción de estas obligaciones
pl'ecipit>! ia extinción del llamado derecho de retracto (!'i no se atiende
opo.'tlmam<:-nle al requerimiento del incumplimiento de las obligaciones),

Por tedo ello esta Dirección General ha aecordado c~timar el recurso
iIltcrpc:cstc. revocando el auto apelado y l'onfirr:\~wdo la nota ¿tI Regis­
trador.

Madrid, 18 de octubre de 1994.-EI Director general, Julio Burdiel
H~rnándel

Sr. Pre:;idnlte del Tribunal Superior de Justir-ia de La Ri.oja.

25502 RESOLUCION de 19 de octubre de 1994, de la D1:reCC¡Ón

Gcrtm-al de los Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto pO'r don Miguel Angel Hernández
G01cía, Let'rado de la Admini."trac-ión de la Seguridad
Social, en nombre de la Tesorería General de la. Segurida.d
S~lcio.4 contra la negativa del Reg'istrndor de la Propied{ul
nÚ.trl,cro 1 de Ma.nresa. a. inscribir la (J,dJudIo:u'16n de una,
ji,¿ca., en 'virtud de a.pelnción del recurren¡:t-;.

Bn el ren;.r::;o guhernativo interpuesto por don Miguel Angel I1ernández
Garda, Letrado de la Administración de la Seguridad Social, en nombre
de la TcsorCl'ía General de la Seguridad Social, contra la negativa del
Regisr:rador de la Propiedad mlmero 1 de Manresa a inscribi.r la adju­
dicación de m,a finca, en virtud de apelación del recurrente.

Hechos

El df<'l 30 de octubre de 1991, se presentó en el Registro de la Propiedad
número 1 de Manresa una certificación del Director provincial de Barcelona
de la Tesorería General de la Seguridad Social, adjudicando a dicho orga~

nismo una fin;:;a urbana sita en dicha ciudad, calle de San Joan d'en con,
llIimero 249, finca registral número 21.118, propiedad de la entidad .Auxi­
liar Textil Manresa.na, Sociedad Anónima-, como consecuencia del pro­
cedimiento de apremio seguido para hacer efectivos los débitos contraídos.

Il

La {<tada certificación fue calificada con la siguiente nota:

.Constando anotada la situación de suspensión de pagos de la entidad
"Auxiliar Manresana, Sociedad Anónima" con anterioridad a las anota­
ciones de embargo letras B), D) Y F), practicadas a favor de la Tesorería
General de la Seguridad Social, resulta obligado denegar la inscripción
de la adjudicaci6n de la finca contenida en la presente Resolución (artículos
9,15 Y 22 de la Ley de Suspensión de Pagos, y 58 del Decreto 2005/1974,
de 30 de mayo). Manresa a 20 de noviembre de 1991.-EI Registrador,
Manuel Nadar Sobrino......

III

El Letrado de la Administración de la Seguridad Social, en represen­
tación de la Tesorería General de la Seguridad Social, interpuso re"urso
guhernativo C'ontra la anterior calificación, y alegó:

l. Aplicación indebida del artículo 9 de la Ley de Suspensión de Pagos,
de 26 de julio de1922, en su último párrafo. Que nace, como consecuencia
de la~ leyf's fiscales, independientes de la legislación cornún, la cuestión
de la indn~¡i('n o no de los apremios administrativos en el c~tado prcc('-pto,
cuya solución se ha plasmado en varios Decretos que han fijado claramente
el ámhiw d!;' cümp()tencias, Que si la Hacienda Pública quedase sometida
a la rr.nratoria que la suspensión de pag(;s implica, quedaría incumplido
el articuio 5 de la vigente Ley de Administraci6n y Contabilidad que prohíbe
la COIlí'\;sión moratoria para el pago de las contrihuciones o impuestos
públicos, salvo en los casos que la.·, leyes lo autoricen, no habiendo dis­
fJosic;(.n l€j~al alguna que autorice la concesión de moratoria a los comer­
ciantes deckrados en sU3pensi6n de pagos. La doctrina contraria implicaría
una Efectiva vulneración de los preceptos legales que se invocan y un
positivo peligro para la integridad de la soberanía tributaria del Estado,
la eikacia de sus procedimientos recaudatorios y las supremas m'cesidades


